                        Agua: Derecho Civil y Constitucional en Chile.

La escasez de agua en la I región de Chile, una de las zonas más desérticas del mundo, tiene un creciente grado de conflictividad. La disponibilidad de agua de las napas subterráneas - denominadas acuíferos - se está acabando, siendo este un innegable recurso el cual es finito y vulnerable.  

La Minería es altamente dependiente de este elemento vital debido que para llevar a cabo sus procesos necesita del exiguo recurso hídrico. El uso de las empresas del rubro bordea aproximadamente 1100 m3 por segundo, siendo 1000 m3 el consumo aproximado de 350.000 familias de nuestra región en un mes. La desigual proporción de estas cifras, demuestra la imponente amenaza de un masivo impacto ambiental que a largo plazo conllevara a que esta se declare totalmente escasa.

Producto de la no-regulación de la extracción del agua, las empresas mineras abusan indiscriminadamente del recurso hídrico, lo que trae como consecuencia además de lo anteriormente mencionado, la desaparición de gran parte de las poblaciones autóctonas de nuestra zona.

La constitución política de la república de nuestro país señala en el capitulo 3 Articulo 19° todos los derechos y deberes constitucionales que se garantiza como chilenos, sin embargo se excluye el derecho constitucional al agua. Es por ello que proponemos de manera perentoria una reforma constitucional a dicho artículo de modo que el derecho al agua sea garantizado por el estado ya que este es un bien común y el acceso a ella es un derecho fundamental. Dentro de esta reforma se debe señalar que el consumo de agua para las personas será libre, exceptuando el caso de las mineras, las cuales sólo podrán extraer 600 lt por segundo lo que es suficiente  según un estudio realizado por (www.latercera.cl/) ;  no obstante se deberán instalar plantas desalinizadoras que repongan el agua ya extraída(medida exitosa implantada en la III región). Cabe destacar que queda estrictamente prohibido la apertura de acuíferos ilegales. Violar esta ley se sancionará con pena aflictiva.

De este modo proponemos de manera alternativa que el estado siendo garante de este recurso, establezca un tratado internacional y diplomático con un país vecino como lo es Bolivia, el cual debe establecer que dicho país nos brindará parte de sus recursos hídricos a cambio de un corredor marítimo, es decir, una vía de acceso hacia el mar. Permitiendo afianzar las relaciones con países vecinos además de la inserción e instalación de plantas desalinizadoras.

 Así es como planteamos proteger la integridad de nuestra región velando por el cumplimiento de la ley establecida para el bien común y la protección de los que habitamos la I Región de Chile.
